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	Asunto:
	Se conoce de la apelación interpuesta por la Defensa, contra el fallo condenatorio proferido el cinco (05) de julio de 2007.


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Los hechos jurídicamente relevantes y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, son:

1.1.- Por razón de un negocio jurídico realizado el quince (15) de diciembre de 2005 entre los señores MARÍA CRISTINA VARGAS GAVIRIA y ALFONSO VARGAS ROMERO -en calidad de compradores-, y EIBAR DE JESÚS GARCÍA -en condición de vendedora-, dentro del cual aquéllos no quedaron satisfechos luego de que fueran judicialmente despojados del bien rural que habían adquirido, no obstante haberse asegurado en la Escritura Pública que estaba “libre de gravamen, embargo o demandas judiciales”, se instauró la respectiva denuncia penal que dio origen a la presente investigación.  
1.2.- Adelantadas las averiguaciones pertinentes de cara al programa metodológico esbozado por la Fiscalía, se procedió a formular imputación a la señora EIBAR DE JESÚS el día treinta (30) de octubre de 2006 ante el Juzgado Cuarto Penal Municipal con función de control de garantías de esta ciudad, momento en el cual se le atribuyó la comisión de un delito de ESTAFA en calidad de autora, cargo que NO ACEPTÓ.
1.3.- En tal virtud, el proceso siguió su rito normal y el día treinta (30) de noviembre de 2006 se presentó formal escrito de acusación en contra de la referida dama, cuyo conocimiento correspondió al Juzgado Primero Penal Municipal de conocimiento de Pereira, despacho que realizó audiencia de formulación de acusación el cinco (05) de enero de 2007. Se programó la Audiencia Preparatoria para el siguiente cinco (05) de febrero, pero hubo de ser aplazada a petición de la defensa quien buscó una conciliación que al resultar fallida obligó a la realización de ese acto público el día veintitrés (23) de febrero de 2007. Finalmente, se dio iniciación al juicio oral el diez (10) de abril de ese mismo año.
1.4.- Surtida la correspondiente audiencia pública de juzgamiento y anunciado el sentido del fallo de carácter condenatorio, se tramitó lo concerniente con el incidente de reparación, luego de lo cual se emitió Sentencia de fecha cinco (05) de julio de 2007, por medio de la cual se impuso: (i) una condena del orden de treinta y dos (32) meses de prisión y multa por 66.66 s.m.l.m.v. -cuyo pago se autorizó mediante trabajo-, (ii) la sanción accesoria de interdicción de derechos y funciones públicas por el mismo lapso, (iii) la orden para la cancelación de los títulos y registros relacionados con los bienes objeto del negocio original, (iv) la condena a indemnizar por perjuicios materiales en cuantía de $6’801.934 y el equivalente en moneda nacional de 494,70 dólares -valor de esa divisa para el 25 de abril de 2007-, lo mismo que la devolución de la suma de $12’000.000, quedando sin efecto el documento quirografario en el cual constaba la deuda de otros $8’000.000 por parte de los afectados. A la sentenciada le fue concedida la suspensión condicional de la ejecución de la pena por un período de prueba de treinta y dos (32) meses, previa caución juratoria.

1.5.- Frente a tal determinación se interpuso el recurso de apelación por parte de la defensa y es la razón para que los registros de la actuación hayan sido enviados a esta Colegiatura para desatar la alzada.
2.- El Debate

En la audiencia programada para el efecto, se le pusieron de presente al Tribunal los siguientes argumentos:
2.1.- El defensor -recurrente-
Hace alusión a la injusticia que se está presentando con su representada en tanto un negocio que debe ser solucionado estrictamente por la vía civil, se está ventilando por medio de un proceso penal.
Pone de presente las irregularidades en las que en su concepto se incurrió por parte de los denunciantes, relacionadas con el secuestro del que fue víctima la señora EIBAR DE JESÚS y cuya finalidad era obligarla a que deshiciera precisamente el negocio civil, de lo cual dice fue testigo. Además, se le ocultó a la judicatura la existencia de una demanda civil presentada a la par de la denuncia penal, tramitada ante el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, por evicción. Incluso alude, que en el proceso laboral dentro del cual se produjo el embargo se pidieron copias con destino a dicho Juzgado civil, sin embargo, en la evidencia que se presentó en esta causa se le quitaron las hojas que hacían mención del destino de esos duplicados. Esta última circunstancia la califica como una verdadera conducta punible de reciente creación legal “ocultamiento de prueba” y en consecuencia, solicita que se estudie la posibilidad de compulsar copias para que sea investigada.
Sostiene que todo el problema presentado entre los contratantes se habría podido solucionar mediante un proceso civil por evicción, el cual a pesar de haberse iniciado a instancias de los denunciantes, posteriormente se retiró la demanda.
Se tomó como indicio en contra de su defendida el hecho de haber vendido la casa que recibió de las presuntas víctimas, cuando se desconoce que esa fue una reacción a la situación que vivió cuando fue secuestrada por ellas, al punto que lo suyo fue una expresión de menor entidad frente a la violencia que se ejerció contra ella.

Argumenta también el defensor que el fallo proferido partió de un falso indicio, debido a que la señora falladora asumió que la acusada era la compañera permanente del señor LUBIN RINCÓN NOREÑA a quien le embargaron la finca en el proceso laboral, y que por tanto se prestó para la maniobra defraudadora de los intereses de los denunciantes, mediante una presunta simulación que además tiene la forma de ser atacada por las vías civiles pero no por la penal. La verdad es que existen pruebas de que ésta vendió otra casa que tenía para comprar la finca, que le pagaron, que ese fue el dinero que empleó en ello en el mes de abril de 2004, fecha en la que el citado no tenía ni idea de que lo habían embargado. 

La defensa del caso se la encomendó a un abogado que desempeñó el encargo de manera muy precaria, ya que solamente contestó la demanda y no asistió a ninguna audiencia en el juzgado laboral, ni siquiera apeló el fallo contrario a los intereses de su cliente, en lo que califica como una flagrante ausencia de defensa.
Por demás, señala que se está criminalizando el adulterio por su relación con el señor JOSÉ RUBÍN RINCÓN NOREÑA, posición que ya fue superada de tiempo atrás, además, que se asevera que vendió la propiedad a pesar de saber que sobre ella pesaba un embargo de la posesión, aspecto en el cual señala que no existe en la actualidad disposición alguna que obligue a que tal gravamen sea consignado en el certificado de tradición.
Ataca el profesional del derecho de manera frontal lo sostenido en la decisión en relación con la calidad de compañera permanente del señor RUBÍN RINCÓN que se le endilgó a la señora EIBAR DE JESÚS, cuando ello no es cierto, habida consideración de tener todavía vigente la sociedad conyugal. Si bien es verdad que se divorció desde el día once (11) de marzo de 1999, no lo es menos que la sociedad conyugal nunca se disolvió; por consiguiente, en vista de que uno de los requisitos de la unión marital de hecho generadora de efectos patrimoniales es la inexistencia de sociedad vigente, no se le puede catalogar como compañera permanente de aquél. Lo que hubo entre ellos fueron unos amores temporales desde el momento del terremoto de 1999, hasta el momento en que se le hizo un atentado que dio lugar a que doña EIBAR se asustara y se fuera para Bogotá. En consecuencia, dada la relación que tenían no se contaban todo y por tanto su defendida no sabía lo que estaba ocurriendo con la finca que adquirió del señor RUBÍN y luego transfirió a los señores VARGAS GAVIRIA y VARGAS NAVARRO.
Dejó entrever que podía presentar otra prueba, relacionada con un diagrama del tiempo para demostrar la naturaleza del negocio civil celebrado entre las partes, pero “se la reserva”.
Solicita por tanto, la revocatoria de la sentencia condenatoria para que en su lugar se absuelva a su prohijada.

2.2.- La acusada
Es enfática en pregonar que no obró de mala fa, que no es una estafadora y censura las actuaciones de la señora MARÍA CRISTINA que la obligó a desocupar la casa y puso varios letreros que vulneraban su buen nombre, además de hacerla seguir por personas con oscuros propósitos, razón por la cual advierte que si algo le llegase a pasar, tendrá su origen en los denunciantes. Agrega que realizó un negocio a partir de un certificado de tradición que salió limpio y que todo aquel que realiza este tipo de transacciones sabe que se atienen a lo que conste en ese documento.
2.3.- El Fiscal -no recurrente-
Pide la confirmación de la sentencia apelada, por estar edificada sobre el conocimiento más allá de toda duda en lo que hace con la comisión de la conducta punible y la responsabilidad penal de la encartada. Señala que en el decurso del proceso quedaron debidamente probados varios aspectos que permiten arribar a esa decisión. Son ellos:
- La transferencia del derecho de dominio que hizo la señora EIBAR DE JESÚS  sobre un bien rural denominado “Alto Bonito”, el cual se ofreció libre de gravámenes, embargos y demás asuntos judiciales.

- El traspaso por parte de las víctimas de un bien ubicado en el barrio “Belmonte” de esta ciudad, para lo cual aparte del inmueble relacionado antes, se entregaron $12’000.000.oo en efectivo y se firmó una letra de cambio por los restantes $8’000.000.oo.
- Que sobre el predio rural pesaba un embargo, fruto de un proceso laboral adelantado en contra del señor JOSÉ RUBÍN RINCÓN, de lo cual tenía conocimiento su compañera, es decir, la aquí procesada EIBAR DE JESÚS GARCÍA. Las víctimas fueron enfáticas en poner de presente que durante la operación siempre estuvo presente el señor RUBÍN –quien se presentó como “DARÍO”-, persona que señalaba los términos de la negociación y de quien se estableció era el compañero sentimental de la acusada, al punto que eran conocidos como pareja.
- Cuando apenas habían transcurrido dos (02) meses de la aludida negociación, a los nuevos propietarios del predio rural se les notificó el embargo del bien y se efectuó diligencia de desalojo.
- La acusada sabía de la existencia del proceso laboral y de las consecuentes diligencias de embargo, secuestro y remate del bien, por un proceso laboral adelantado por un extrabajador en contra del señor LUBÍN, su compañero sentimental, situación que ocultó para facilitar la enajenación del predio.

- Se cuenta con un testimonio serio, objetivo y digno de credibilidad, vertido al juicio por el abogado JOSÉ HERMES RUÍZ SIERRA, profesional del derecho que representó a la parte demandante en el referido proceso laboral y quien por demás no tiene ningún interés para faltar a la verdad. Dicho abogado, afirmó que había estado presente en la diligencia de embargo y secuestro practicada sobre el predio rural el treinta (30) de junio de 2005, y que después de esa diligencia observó a la señora GARCÍA haciendo averiguaciones sobre la vigencia del secuestro sobre el predio, llegando incluso a entablar conversación con el citado profesional (le fue señalado por el señor Juez Laboral del Circuito, como la persona interesada en ese proceso), momento en que le sugirió que se asesorara de un abogado debido a que ésta le había manifestado que tenía una escritura como propietaria sobre el bien objeto de la medida. 
- Luego de enterada del problema surgido con el predio rural, vendió la propiedad a la señora CLAUDA MILENA ACEVEDO a quien no fue posible ubicar para que compareciera al proceso, pero su compañero RUBÍN manifestó que la compradora -a la sazón su sobrina- estaba gestionando el crédito para ello, ante lo cual el representante del ente acusador destaca que para ese momento el negocio ya estaba protocolizado como quiera que esa venta ya había sido inscrita.
Así las cosas, la acusada actuó con dolo al hacer creer que el bien vendido estaba libre de gravámenes, con lo cual hizo incurrir en error a las víctimas, obteniendo provecho ilícito. Sobre el argumento de tratarse de un negocio de índole civil, lo descalifica bajo el entendido que las partes contratantes deben actuar de buena fe.
Finalmente, también desestima la censura que se ha hecho de las víctimas, de quienes dice, no incurrieron en ocultamiento de prueba alguna y la afirmación en ese sentido es temeraria. Por demás, tampoco se conoció denuncia por el secuestro al que se hizo alusión.

2.4.- Representante de las víctimas -no recurrente-

Demanda también la confirmación del fallo condenatorio, dado que quedaron debidamente establecidos los elementos integrantes del delito, como son el haber inducido en error a sus víctimas al hacerlas creer que el bien objeto del negocio estaba libre de gravámenes, lo que ocasionó el detrimento del patrimonio de sus contrapartes, lo que en sí originó un incremento injustificado en sus haberes.
Destaca que los testimonios presentados fueron contestes en plasmar que para la época de celebración del contrato del inmueble rural la señora EIBAR DE JESÚS y el señor JOSÉ RUBÍN eran compañeros sentimentales, que ella sabía de la existencia del proceso laboral y que el señor HONER GUTIÉRREZ adelantó en contra de RINCÓN ese juicio; además, que se enteró de la diligencia practicada y que además, hubo un testigo al que ambos en varias ocasiones le pidieron ocultar la relación que entre ellos existía.

Descarta que hubiera sido engañada por el señor RINCÓN NOREÑA, y se pregunta el por qué no fue denunciado penalmente, como sí lo hizo supuestamente cuando se sintió secuestrada por las víctimas y la misma abogada, así como el por qué cuando se le propuso deshacer los contratos no lo aceptó y por el contrario al conocer la denuncia penal en su contra procedió a formular una serie de quejas en contra de las víctimas, sin que ninguna de ellas prosperara. Señala que luego de enterada de la denuncia y no haberse logrado la conciliación, traspasó la propiedad a la sobrina del señor JOSÉ RUBÍN RINCÓN, quien no apareció a rendir su testimonio, pero si hizo llegar un escrito donde constaba la rescisión del contrato, es decir, se echó para atrás la compraventa realizada.
2.5.- Representante del Ministerio Público -no recurrente-

Llama la atención del Tribunal en cuanto en el presente evento se ha procedido por parte de la defensa apelante a traer a colación asuntos que no son del proceso como un supuesto secuestro que no fue objeto de debate durante el trámite de la primera instancia y sobre cuestiones que nada tienen que ver con la responsabilidad de la señora EIBAR DE JESÚS GARCÍA, máxime cuando no es dable traer pruebas no debatidas en el juicio; por consiguiente, estima que se debe declarar desierto el recurso porque no se atinó a mencionar cuáles eran los yerros que se apreciaron en el fallo de primera instancia.

De todas formas, acerca del argumento de inexistencia de lazos de familiaridad entre el señor LUBÍN RINCÒN NOREÑA y la acusada, destaca que es la propia Constitución Política la que ha adoptado una postura abierta en lo que hace con la familia, de manera que se tiene por tal a dos personas que conviven bajo un mismo techo con la intención de permanecer unidas por un lapso indefinido, lo que ocurría entre los mencionados, según lo decantado con las pruebas practicadas. 
No se requiere la existencia de una sociedad conyugal para que se pueda consolidar una familia, si ese fuera el caso, no se podría hablar de ella cuando se hacen capitulaciones matrimoniales al casarse, porque no habría sociedad conyugal desde el mismo momento en que se contrae el matrimonio. Una cosa es el aspecto económico y otra distinta el lazo de familiaridad. En el caso concreto, esa familiaridad fue establecida a través de los medios traídos por la Fiscalía, sin que fueran rebatidos. Por demás, es ostensible que al existir esa relación entre los mencionados, lo más natural es que se cuenten entre sí aspectos mínimos de sus vidas diarias, sin que se pueda entender la razón por la cual el señor RINCÓN NOREÑA siempre apareció como “DARÍO” a los ojos de sus víctimas. Tampoco se comprende que se vaya a adquirir un bien en el cual ya residía y del que no requería otro derecho diferente al que ya ostentaba en ese momento, máxime por tratarse de alguien que conocía los vericuetos de una negociación de esta índole, quien en esta audiencia aseveró que para todo negocio se exigía el certificado de tradición lo que indica que no es ajena a los trámites necesarios para la compraventa de bienes inmuebles.

La sentenciada a pesar de vanagloriarse de ser una persona que actúa de buena fe, no quiso deshacer el negocio, cuando lo natural es que ello ocurra cuando se evidencia algún problema en lo pactado.
Que sea un asunto penal o civil, no obsta para que se tenga en cuenta que se pueden producir diferentes consecuencias de una sola negociación. Lo que corresponde es verificar si lo realizado fue en verdad lícito.

Dado que no se evidenció la vulneración de derechos fundamentales de la sentenciada, es pertinente que no solamente se confirme la decisión adoptada, sino que se restablezca el derecho violentado por la victimaria, según lo dispone el artículo 11 del C.P.P., por ser el derecho penal un derecho de orden público.  

3.- La Decisión

La Sala tiene competencia funcional para desatar el recurso vertical interpuesto contra la sentencia condenatoria proferida por el Juzgado Primero Penal Municipal con funciones de conocimiento de esta capital, de conformidad con la facultad consagrada en el dispositivo 34.1 del Código de Procedimiento Penal de 2004.

3.1.- Procedencia del recurso
Antes de entrar en materia, debe determinar el Tribunal de conformidad con lo expuesto por el señor Representante del Ministerio Público, si es dable que se emita pronunciamiento de segundo grado o si por el contrario como lo sostiene este interviniente, es necesario declarar desierto el recurso.

Al respecto, debe decirse que la posición asumida por quien cumplió el encargo como defensor ante esta instancia fue poco ortodoxa al anunciar algunos medios probatorios que decía tener en su poder, pero no osó presentarlos formalmente a consideración de la judicatura o de las partes, igualmente, al hacer alusión a presuntas conductas punibles cometidas por los denunciantes-víctimas; sin embargo, es lo cierto que mostró argumentos en dirección a obtener la exoneración de su cliente y en tal sentido se estima que hubo suficiente sustentación del recurso interpuesto, razón por la cual se procede a adoptar la determinación que en derecho corresponde.
3.2.- Sobre los argumentos vertidos por el apelante    
3.2.1.- La presunta comisión de conductas punibles por parte de los denunciantes  
Este es tema que solamente se vino a plantear en esta sede, quizá por asumir la defensa de la procesada el profesional del derecho luego de proferido el fallo condenatorio. De todas formas, lo vertido no tiene mérito suficiente para enervar la decisión adoptada en la primera instancia, en el entendido que tal situación, de llegarse a demostrar, en nada altera la percepción que sobre la existencia del ilícito objeto de juzgamiento y la responsabilidad de la acusada se llegó a edificar; por el contrario, serían situaciones posdelictuales que en su momento deberían ser definidas por las autoridades competentes.

No sobra advertir, que lo manifestado por el togado apelante en relación con una presunta conducta delictiva atentatoria de la libertad personal cometida por los que aquí figuran como víctimas, solamente se quedó en un enunciado, que por demás fue controvertido por la Fiscalía, sujeto procesal que puso de presente que ninguna denuncia al respecto existía, situación que de alguna manera fue corroborada por el propio impugnante cuando manifestó que a pesar de sus esfuerzos, el Fiscal del Gaula -al que correspondería adelantar una investigación de esa envergadura- no dio crédito a la información que le suministró. 
Ahora, en lo que hace con la llamada por el recurrente “mutilación del expediente adelantado ante la jurisdicción laboral” y el “ocultamiento de un trámite previo iniciado ante el juez civil”, es lo cierto que tampoco incide en esta investigación, debido a que las víctimas tienen la libertad de presentar sus pretensiones, entre ellas las de índole económico aparejadas con la conducta punible, bien sea ante la jurisdicción civil o recurriendo directamente al proceso penal como en efecto ocurrió, sin que sea dable predicar irregularidad alguna por esa forma de proceder. 
3.2.2.- Vínculo existente entre la señora EIBAR DE JESÚS GARCÍA y JOSÉ LUBÍN RINCÓN NOREÑA.
Con inusitada vehemencia se manifestó el señor abogado apelante en lo tocante con la afirmación contenida en el fallo, de ser los citados ciudadanos compañeros permanentes, situación a partir de la cual se infirió un motivo para el accionar contrario a derecho imputado a su defendida.
A decir verdad, la calificación que se le pueda dar a la relación existente entre estos dos personajes, también resulta irrelevante a la hora de definir la responsabilidad de la acusada, habida consideración a que contrario a lo que se llegó a afirmar por el profesional que actualmente vela por sus intereses, el juicio de reproche que en torno de ella se edificó no tuvo su origen en la naturaleza de la relación entre ellos existente, sino en la materialización de una negociación que inspirada en variados factores produjo consecuencias patrimoniales negativas en las personas que desde la otra orilla integraron la relación contractual que ahora se juzga.
El caudal probatorio aportado durante el juicio oral, dio buena cuenta de la relación sentimental existente entre JOSÉ RUBÍN RINCÓN NOREÑA y EIBAR DE JESÚS GARCÍA, situación que por su evidente demostración tampoco fue negada por la defensa, aunque si matizada en cuanto se dijo que nació en el año 1999 a raíz de la pérdida de sus enseres ocasionada por el terremoto, lo que obligó a doña EIBAR DE JESÚS a aceptar el albergue que aquél le proporcionó, y finalizó aproximadamente en el año 2001.
La Sala con relación a ese tópico, tiene la convicción de que los susodichos personajes han mantenido por lo menos relaciones de negocios desde mucho antes, conclusión a la que se llega luego de examinar lo vertido por el apoderado del demandante en el proceso laboral adelantado en contra del señor JOSÉ RUBÍN al momento de pedir el embargo del predio ubicado en la Calle 12 Bis No. 4 B-77 (profesional que es el mismo que rindió testimonio en juicio), consistente en que ese mismo inmueble fue comprado por RINCÓN NOREÑA a la señora ELBAR -sic- DE JESÚS GARCÍA, según consta en la escritura pública No. 3538 del dos (02) de diciembre de 1993 otorgada en la Notaría Tercera de Pereira
.
Sea como fuere, el Tribunal no puede desconocer que la cercanía existente entre estas dos personas, tal como lo concluyó la señora juez de instancia, es elemento indicador por lo menos de la voluntad de doña EIBAR de prestar su cooperación para menguar las consecuencias económicas por razón de la demanda laboral que se instauró en contra de don JOSÉ RUBÍN, con los resultados ya conocidos.
3.2.3.- Inexistencia de la obligación de registrar el embargo sobre la posesión 
Para el profesional que asumió la defensa técnica de la sentenciada, parte del problema se originó en el hecho de no ser obligatorio el hacerse constar en el certificado de tradición el gravamen que se ordenó sobre el bien rural “Alto Bonito”, ubicado en la Vereda Frailes del Municipio de Dosquebradas (Rda.). Siendo así, nos corresponde ir por partes en tan espinoso tema.
En primer término, no hay inconveniente alguno en aceptar que de conformidad con la normatividad que hoy por hoy rige la materia, por constituir la posesión una relación precaria entre una persona y un bien, no es susceptible de ser registrada en la misma forma en que se debe hacer respecto de los derechos reales, como podría ser el de dominio y propiedad. Pero que eso sea así, no significa a su vez que en el presente asunto las negociaciones que se hicieron en torno del predio rural antes aludido, fueran santas.
Mírese que la sentencia del Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas (Rda.), con ocasión de la demanda presentada por el apoderado judicial del señor HONER GUTIÉRREZ PÉREZ, fue proferida el día seis (06) de febrero de 2004
. La fecha en que se produjo la compra del predio por parte de la señora GARCÍA data del veintiséis (26) de mayo de dos mil cinco (2005), curiosamente la misma en que se produjo el desembargo de la medida que sobre dicho inmueble pesaba por cuenta del Juzgado Segundo Civil Municipal de Dosquebradas
 desde el día seis (06) de agosto de 2002 en proceso ejecutivo hipotecario.

Por ello, no es de extrañar que ante el fallido intento de obtener el embargo y secuestro de la propiedad del otro bien que antes había figurado en cabeza del acreedor laboral, en la diligencia celebrada el treinta (30) de junio de 2005 solamente se logró obtener el embargo de la posesión y de las mejoras que sobre la finca “Alto Bonito” ostentaba el señor RINCÓN NOREÑA -quien al decir de lo allegado, se comportaba como verdadero señor y dueño-. 
En esas condiciones, llega a concluir esta colegiatura que la falta de registro del gravamen que pesaba sobre el susodicho predio, no es circunstancia que favorezca notablemente a la acusada, en vista de la sucesión de eventos a los cuales se ha hecho alusión y porque es innegable que de todas formas para la fecha en que se produjo el embargo y secuestro de ese fundo, era doña EIBAR DE JESÚS quien figuraba como propietaria.  

3.2.4.- La responsabilidad penal de la procesada
Dilucidados los anteriores aspectos, emprende el Tribunal el análisis de la conducta de la acusada, en consonancia con lo pedido por el letrado apelante. Para ello, habrá de decirse que no existe discrepancia en cuanto a que en verdad se produjeron las negociaciones a las que previamente se ha hecho referencia. La controversia se hace girar más bien en torno al ánimo perseguido por la señora GARCÍA, para cuyo efecto se sostiene en el recurso que se actuó de buena fe y que era la jurisdicción civil la que debía tomar cartas en el asunto, en vista de los vicios redhibitorios que aparecieron sobre el bien por ella enajenado a los señores MARÍA CRISTINA VARGAS GAVIRIA y ALFONSO VARGAS NAVARRO, reconocidos como víctimas en el proceso penal.
El abogado defensor ha enfilado su arsenal argumentativo ante esta instancia, en la dirección de haberse tratado de un asunto netamente civil, y por consiguiente, regido por las formas propias de esa ritualidad, lo que de contera excluye la persecución penal que ahora se adelanta.

Desde un punto de vista amplio, podríamos coincidir con el abogado apelante, toda vez que es bastante tenue la línea que separa la conducta punible de estafa de los restantes conflictos en las relaciones comerciales, dentro de las cuales, es sabido, cada parte busca un lucro personal y pone en la negociación su propia experiencia y perspicacia, en aras de salvaguardar sus personales intereses, aún en detrimento de los de su contraparte, porque no se puede olvidar que es de la esencia de este tipo de contratos el ánimo de lucro. 
Sin embargo, una transacción realizada dentro de los límites normales del comercio de bienes como ocurre en este caso, presupone necesariamente que exista al menos la posibilidad de ganancias para ambos contratantes, incluso, que en caso extremo de presentarse pérdidas, éstas sean asumidas por los dos contratantes, o, yendo un poco más lejos, es factible también que una pérdida menor tenga que ser aceptada por quien no desplegó toda su capacidad en pos de una mejor negociación.
Pero lo que definitivamente no es posible admitir por desbordar las reglas de lo esperado, es lo que aquí acaeció en donde una de las partes salió ganadora absoluta al quedarse con un bien que recibió a cambio de otro que tenía problemas legales, al igual que con la suma de $8’000.000 recibida en efectivo y una deuda por otros $12’000.000 representada en un título quirografario, mientras en el extremo opuesto, se produjo un empobrecimiento notable debido a que las víctimas fueron expropiadas vía judicial del bien recibido y perdieron el dinero entregado a la señora EIBAR DE JESÚS; además, quedaron con la obligación contenida en la letra de cambio por ellos suscrita, sin que se produjera compensación alguna frente a la inusual situación.
Pero lo que cierra la brecha en torno a la comisión de un ilícito, es la concurrencia adicional de una falta absoluta de buena fe en el obrar, y en ese sentido se tiene lo siguiente:
Como explicación de esa injusta negociación que concluyó con un considerable detrimento patrimonial para los señores MARÍA CRISTINA VARGAS GAVIRIA y ALFONSO VARGAS NAVARRO, se ha venido sostenido que la acusada EIBAR DE JESÚS GARCÍA no tenía conocimiento de los enredos que poseía el inmueble rural por ella entregado a estos ciudadanos. Pero ocurre que ese alibí no puede ser de recibo para este Tribunal, como no lo fue tampoco para la Juez de primer grado, porque de los medios probatorios practicados en el juicio oral fácilmente se extrae que ella era conocedora de los problemas que se habían presentado sobre la finca “Alto Bonito”. 
Queda claro que ella obró con dolo representado por el conocimiento previo de lo que estaba sucediendo y no obstante esa comprensión quiso obrar injustamente en detrimento del patrimonio económico ajeno. Y así fue, porque aparte de la larga relación que existía entre ella y el señor JOSÉ RUBÍN RINCÓN NOREÑA, al menos de negocios desde el año 1993 y compañera sentimental al decir de varios testimonios, es improbable que la acusada no estuviera al tanto de la suerte del bien que figuraba a su nombre.

De igual modo, la prueba testimonial vertida en juicio, de pleno recibo para este Tribunal al no encontrar razones para demeritar su credibilidad, ya había aniquilado la excusa defensiva al señalar con especial contundencia que en efecto la señora EIBAR DE JESÚS sí era conocedora del gravamen que afectaba al citado bien. Mírese por ejemplo que así lo afirmó el abogado JOSÉ HERMES RUÍZ SIERRA
 al relatar que luego del proceso ordinario laboral tramitado contra el señor JOSÉ RUBÍN NOREÑA RINCÓN, se promovió el ejecutivo dentro del cual se denunciaron los bienes que se sabía le pertenecían a él y luego de notificada la demanda, quince o veinte días después, se produjo el sorpresivo traspaso de la finca “Alto Bonito” a nombre de la señora EIBAR DE JESÚS e incluso otro bien que le aparecía, un sótano en mal estado ubicado en la Calle 12 Bis entre carreras 4ª y 5ª, fue igualmente transferido a un señor HENRY hijo de la ahora acusada.
En cuanto a la razón por la cual se embargó la posesión sobre la finca “Alto Bonito”, explicó el abogado que a pesar de figurar a nombre de la señora GARCÍA, el señor NOREÑA RINCÓN seguía usufructuándola, contrataba trabajadores, vendía productos, es decir, seguía ejerciendo actos de señor y dueño. En concreto, sobre la participación de la procesada en los negocios de su compañero (recuérdese que al perfeccionarse el primer embargo, este profesional concurrió a la edificación y allí fue atendido por el señor JOSÉ RUBÍN, pero también afirmó que observó a la señora EIBAR DE JESÚS), dijo que a ella la vio por primera vez durante la mencionada diligencia de embargo y secuestro del sótano al que se hizo mención, puesto que ellos vivían en el segundo piso; y la segunda oportunidad, fue cuando se practicó similar medida en relación con la Finca “Alto Bonito”, en los pasillos aledaños al Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas
, cuando aproximadamente a las 02:20 de la tarde fue informado por el señor Juez que la referida señora era la interesada en el bien y ésta le manifestó que tenía la escritura como dueña del mismo, luego de lo cual el letrado aclara que no está seguro si tal episodio se presentó el mismo día de la diligencia o al otro día, eso sí, advierte que ese encuentro tuvo ocasión en un momento muy próximo a aquél en el que se verificó el embargo de la finca.
Así las cosas, no le queda duda a esta Corporación que con pleno conocimiento de causa se les ocultó a los compradores la verdadera situación jurídica del predio al ser embargado como consecuencia del referido proceso laboral. Esta información era de tal entidad que muy seguramente iría a comprometer el éxito del ilícito negocio propuesto y precisamente en esto consistió el ardid plasmado en la negociación, puesto que se aseguró estar enajenando un bien sobre el cual “no pesaba gravamen alguno”, afirmación que según quedó debidamente acreditado, era falaz.

Baste lo previamente esbozado, para concluir que la presunción de inocencia de la señora EIBAR GARCÍA fue debidamente desvirtuada en juicio y al quedar adecuadamente establecida su responsabilidad en la conducta punible investigada no existe alternativa diferente a avalar el fallo condenatorio proferido en su contra.

Por último, en relación con la petición en ese sentido hecha por el Representante del Ministerio Público, es necesario aclarar que en la providencia de primer grado se dispuso lo pertinente para el restablecimiento del derecho de las víctimas.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo materia de impugnación.
Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso de casación.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

          LEONEL ROGELES MORENO

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ 
� Cfr. fls. 95 y 111 de la carpeta.


� Cfr. fl.  82 de la carpeta.


� Cfr. Anotaciones No. 10 y 11, que aparecen en el certificado de tradición y libertad que obra en los folios 188 y 189 de la carpeta.


� Cfr. Registro de la audiencia oral No. 3 


� Cfr. Registro Juicio Oral No. 3, marca 09’:51’’
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